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QUIEN OTORGA LA PERSONERÍA JURÍDICA DE:

COOPERATIVAS

FONDOS DE EMPLEADOS

ASOCIACIONES MUTUALES

ASOCIACIONES DE TRABAJO

ASOCIACIONES DE PROFESIONALES

Sobre el particular, consideramos importante puntualizar, que de acuerdo con los preceptos del artículo 34 de la Ley 454 de 1998, a la Superintendencia de la Economía Solidaria le compete ejercer las funciones de inspección, control y vigilancia de las organizaciones de la economía solidaria que no se encuentren sometidas a la supervisión especializada del Estado. 

La citada ley define la economía solidaria en los siguientes términos: 

“Para efectos de la presente ley denominase Economía Solidaria al sistema socioeconómico, cultural y ambiental conformado por el conjunto de fuerzas sociales organizadas en formas asociativas identificadas por prácticas autogestionarias solidarias, democráticas y humanistas, sin ánimo de lucro para el desarrollo integral del ser humano como sujeto, actor y fin de la economía”.  (artículo 2º ley 454 de 1998). 

Dentro de tales entidades, se encuentran las cooperativas, precooperativas, fondos de empleados, asociaciones mutuales y administraciones públicas cooperativas. (Parágrafo 2º. del artículo 6 de la Ley 454 de 1998), puntualizando, además que la función la ejercerá sobre todas aquellas que no están sujetas a supervisión especializada del Estado y, en tratándose de asociaciones, corporaciones, fundaciones e instituciones de utilidad común, gremiales, de beneficencia, profesionales, juveniles, sociales, democráticas y participativas, cívicas y comunitarias; de egresados; promotoras de bienestar social y ayuda a indigentes, drogadictos e incapacitados y clubes sociales, están sujetas a regímenes especiales y por disposición legal, su vigilancia está atribuida a las Gobernaciones Departamentales y a la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá, ante quienes se debe tramitar el reconocimiento y cancelación de personería jurídica.

Hechas las anteriores precisiones y para ocuparnos del tema consultado, el Decreto 2150 de 1995, abolió el reconocimiento de la personería jurídica, así desprende de lo señalado en su artículo 40:

“Supresión del reconocimiento de personerías jurídicas: Suprímase el acto de reconocimiento de personería jurídica de las organizaciones civiles, las corporaciones, las fundaciones, las juntas de acción comunal y de las demás entidades privadas sin ánimo de lucro.

“Para la obtención de su personalidad, dichas entidades se constituirán por escritura pública o documento privado reconocido en el cual se expresa, cuando  menos lo siguiente:

Se exceptúan de dicha disposición las instituciones de educación superior, educación formal y no formal a que se refiere la Ley 115 de 1994, las personas jurídicas que prestan servicios de vigilancia privada, las reguladas por la Ley 100 de 1993 y otras, concluyendo, que éstas se regirán por las normas especiales que regulan la materia específicamente.

Así las cosas, se colige que el término “reconocimiento de personería jurídica” fue abolido por el Decreto 2150 para las entidades que expresamente se refiere en su artículo 40, la inscripción en el registro es un requisito legal posterior a la constitución del ente jurídico, ya sea que éste se haya constituido por escritura pública o por documento privado como es el caso de las cooperativas y su razón de ser es porque el registro tiene efectos constitutivos y declarativos.

Constitutivos cuando se crea una situación jurídica determinada como cuando se crea la cooperativa, la institución auxiliar, el fondo de empleados etc., se requiere el registro ante la cámara de comercio en virtud de que se está creando una entidad, y efectos declarativos cuya finalidad es de publicidad para que el acto o documento que se registra sea oponible ante terceros.

Cabe puntualizar que las cooperativas son entidades de derecho privado sin ánimo de lucro, razón por la cual, se encuentran dentro de las que señala el artículo 40 del Decreto 2150 de 1995, esto es, de las que se les suprimió el  reconocimiento de personería jurídica.

Sobre el particular, esta Oficina considera de importancia destacar que la Ley 22 del 13 de marzo de 1987 otorgó facultades al gobernador del Departamento de Cundinamarca y al Alcalde Mayor de Distrito Especial de Bogotá, para cancelar la personería jurídica a las asociaciones, corporaciones, fundaciones e instituciones de utilidad común, que tengan su domicilio en el Departamento o en el Distrito, cuya tramitación se venía adelantando ante el Ministerio de Justicia.

Así mismo, previó que el Presidente de la República puede delegar en los gobernadores de departamento y en el alcalde mayor de Bogotá, conforme a lo previsto en el artículo 135 de la Constitución Política, la función de inspección y vigilancia que ejerce sobre las instituciones de utilidad común.

Lo anterior fue recogido posteriormente en el Decreto 1318 del 6 de julio de 1988, agregando que la delegación en los gobernadores y en el alcalde, es para todas aquellas entidades que no estén sometidas al control de otra entidad del estado, 
